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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]DECRETO 0997 DE 2026 ‒ Verificación de listas internacionales ‒ Artículo 2.2.1.1.2.2.10 del Decreto 1082 de 2015 ‒ Contenido del deber ‒ Constancia en los Documentos del Proceso

El artículo 11 del Decreto 0997 de 2026 adicionó el artículo 2.2.1.1.2.2.10 al Decreto 1082 de 2015, conforme al cual, en cumplimiento del deber de verificar si se configura la inhabilidad del literal j) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, las entidades estatales consultan las listas internacionales vinculantes, restrictivas, de inhabilitación o sanción de los organismos multilaterales de los cuales Colombia es miembro, en cuanto resulten aplicables para la verificación de la comisión de prácticas prohibidas reconocidas por los instrumentos internacionales anticorrupción de los que el Estado colombiano es parte. La entidad debe dejar constancia de las consultas en los Documentos del Proceso y garantizar la protección efectiva del derecho al habeas data. La norma desarrolla las recomendaciones del Grupo de Trabajo sobre Cohecho de la OCDE en el marco de la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales.

DECRETO 0997 DE 2026 ‒ Vigencia ‒ Artículo 14 ‒ Aplicación inmediata del artículo 11 ‒ Parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10 ‒ Plazo del Gobierno nacional para garantizar la consulta accesible y expedir lineamientos ‒ Procesos cuya invitación o aviso se publique con posterioridad

Conforme al artículo 14 del Decreto 0997 de 2026, el artículo 11 entró en vigencia a partir del día siguiente a su publicación en el Diario Oficial, sin sujeción al esquema de implementación progresiva previsto para otras disposiciones del decreto. El parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10 no condiciona la exigibilidad del deber de consulta: fija al Gobierno nacional, con el apoyo de la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República y de esta Agencia, un plazo de seis (6) meses contados desde la expedición del decreto para desarrollar las acciones que garanticen la consulta accesible de las listas y expedir los lineamientos pertinentes, proporcionales y razonables para su cumplimiento. El deber se aplica a los procedimientos de selección cuya invitación, aviso de convocatoria o documento equivalente se publique con posterioridad a la entrada en vigencia de la norma.

VERIFICACIÓN DE LISTAS INTERNACIONALES ‒ Listas de organismos multilaterales de los cuales Colombia es miembro ‒ Instrumentos internacionales anticorrupción ‒ Listas de inhabilitación de las instituciones financieras multilaterales ‒ Lineamientos del Gobierno nacional

La norma no enumera los organismos multilaterales ni las listas que deben consultarse; fija los criterios que deben reunir: ser listas vinculantes, restrictivas, de inhabilitación o sanción, de organismos multilaterales de los cuales Colombia es miembro, y resultar aplicables para verificar la comisión de prácticas prohibidas reconocidas por los instrumentos internacionales anticorrupción de los que Colombia es parte, entre ellos la Convención Interamericana contra la Corrupción, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Anticohecho de la OCDE. Los considerandos del decreto se refieren a las listas de inhabilitación de las instituciones financieras multilaterales. La identificación precisa de las listas y la forma de acceder a ellas corresponde a las acciones y lineamientos previstos en el parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10, sin que la Agencia pueda, por vía consultiva, establecer una enumeración taxativa.

HABEAS DATA ‒ Ley 1581 de 2012 ‒ Consulta de listas por una entidad pública en ejercicio de funciones legales ‒ Principios de finalidad, acceso y circulación restringida, seguridad y confidencialidad ‒ Constancia en los Documentos del Proceso ‒ Versión pública

La garantía del derecho al habeas data exigida por el artículo 2.2.1.1.2.2.10 remite al artículo 15 de la Constitución Política, a la Ley 1581 de 2012 y a las normas que la reglamentan. La consulta de las listas por una entidad pública en ejercicio de sus funciones legales no requiere autorización del titular, pero el tratamiento de los datos personales que resulte de ella se sujeta a los principios de legalidad, finalidad, libertad, veracidad, transparencia, acceso y circulación restringida, seguridad y confidencialidad. En consecuencia, la consulta se limita a los proponentes y a la finalidad de verificar la inhabilidad; la constancia en los Documentos del Proceso se circunscribe a la información necesaria para acreditar la consulta y su resultado; y, cuando los documentos que se publican contengan datos personales protegidos, se elabora una versión pública conforme a la Ley 1712 de 2014.

INHABILIDAD DEL LITERAL J) DEL NUMERAL 1 DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY 80 DE 1993 ‒ Supuestos ‒ Declaración judicial o administrativa de responsabilidad ‒ Inclusión en listas internacionales ‒ No configura automáticamente la inhabilidad ‒ Verificación en cada caso ‒ Reserva legal y taxatividad ‒ Debido proceso

La inclusión de un proponente en una lista internacional no genera, por sí misma, la inhabilidad para contratar. El inciso segundo del artículo 2.2.1.1.2.2.10 dispone que las entidades deben verificar, en cada caso concreto, si se cumplen los supuestos establecidos en la norma para que la inhabilidad se configure, de conformidad con el ordenamiento jurídico colombiano. La inhabilidad del literal j) exige que la persona natural haya sido declarada responsable judicialmente por los delitos allí señalados, que la persona jurídica haya sido declarada responsable administrativamente por soborno transnacional, o que concurra alguno de los demás supuestos que la norma prevé. Las inhabilidades son de reserva legal, taxativas y de interpretación restrictiva, de modo que la sanción impuesta por un organismo multilateral es un elemento de verificación y no una causal autónoma; su constatación obliga a la entidad a establecer, con garantía del debido proceso y mediante decisión motivada, si concurren los supuestos legales.

COMPETENCIA CONSULTIVA ‒ Interpretación de normas generales ‒ Situaciones particulares

La competencia consultiva de la Agencia se circunscribe a la interpretación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ejercicio de esa competencia la Agencia interpreta el reglamento vigente, pero no puede sustituir los lineamientos que el propio reglamento defiere al Gobierno nacional ni definir, para un proceso determinado, si un proponente se encuentra inhabilitado, análisis que corresponde a la entidad que adelanta el proceso.



Bogotá D.C., 20 de octubre de 2026
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	Tema:                   
	DECRETO 0997 DE 2026 ‒ Verificación de listas internacionales ‒ Artículo 2.2.1.1.2.2.10 del Decreto 1082 de 2015 ‒ Contenido del deber ‒ Constancia en los Documentos del Proceso / DECRETO 0997 DE 2026 ‒ Vigencia ‒ Artículo 14 ‒ Aplicación inmediata del artículo 11 ‒ Parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10 ‒ / VERIFICACIÓN DE LISTAS INTERNACIONALES ‒ Listas de organismos multilaterales de los cuales Colombia es miembro ‒ Instrumentos internacionales anticorrupción ‒ Listas de inhabilitación de las instituciones financieras multilaterales ‒ Lineamientos del Gobierno nacional / / INHABILIDAD DEL LITERAL J) DEL NUMERAL 1 DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY 80 DE 1993 ‒ Supuestos ‒ Declaración judicial o administrativa de responsabilidad ‒ Inclusión en listas internacionales 


	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_09_10_012087




Respetados señores:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta radicada el 10 de septiembre de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“Con ocasión de la expedición del Decreto 997 de 2026, y particularmente de lo dispuesto en su artículo 11, mediante el cual se adiciona el artículo 2.2.1.1.2.2.10. a la Subsección 2 de la Sección 2 del Capítulo 1 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015, nos permitimos formular las siguientes consultas, con el propósito de establecer el alcance, oportunidad y correcta aplicación de las disposiciones allí contenidas:

1. Vigencia y aplicación del artículo 11 del Decreto 997 de 2026

Se solicita aclarar si la aplicación del artículo 11 del Decreto 997 de 2026 es inmediata, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 del mismo decreto, o si, por el contrario, su aplicación efectiva se encuentra supeditada al vencimiento del término de seis (6) meses previsto en el parágrafo de dicho artículo.

Lo anterior, teniendo en cuenta que el parágrafo del artículo 11 establece un término de seis (6) meses, contado a partir de la expedición del decreto, para que las entidades allí relacionadas desarrollen las acciones necesarias que garanticen la consulta accesible de las listas y expidan los lineamientos pertinentes, proporcionales y razonables para el cumplimiento del deber impuesto a las entidades estatales.

En consecuencia, se solicita precisar si durante dicho término de seis (6) meses las entidades estatales ya se encuentran obligadas a aplicar lo previsto en el artículo 11, o si dicha obligación únicamente resulta exigible una vez se hayan implementado las condiciones técnicas y normativas señaladas en el parágrafo.

2. Protección del derecho al habeas data

En relación con la aplicación del artículo 11 del Decreto 997 de 2026, se solicita precisar el alcance de la obligación de “garantizar la protección efectiva del derecho al habeas data conforme a lo establecido en la normativa vigente”.

En particular, se solicita indicar cuáles son las medidas, procedimientos, protocolos o criterios que deben adoptar las entidades estatales para garantizar el adecuado tratamiento, consulta, utilización, conservación y protección de la información contenida en las listas a las que hace referencia la disposición, especialmente cuando dicha información pueda involucrar datos personales de personas naturales.

3. Identificación de los organismos multilaterales

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 del Decreto 997 de 2026, se solicita precisar, relacionar o listar los organismos multilaterales de los cuales Colombia es miembro, en cuanto resulten aplicables para la verificación de la comisión de prácticas prohibidas reconocidas en los instrumentos internacionales en materia de lucha contra la corrupción de los cuales el Estado colombiano es parte.

Lo anterior, con el fin de que las entidades estatales cuenten con criterios claros y objetivos que les permitan identificar las listas, bases de datos o fuentes de información que deben ser consultadas para dar cumplimiento adecuado a la obligación establecida en la citada disposición.

4. Alcance jurídico de la inclusión de un proponente en las listas

Finalmente, se solicita aclarar si, en aplicación del artículo 11 del Decreto 997 de 2026, la aparición o inclusión de un proponente en alguna de las listas objeto de consulta genera, por sí misma y de manera automática, una inhabilidad para contratar con el Estado.

En caso contrario, se solicita precisar cuáles son los efectos jurídicos que debe atribuir la entidad estatal a dicha inclusión y qué procedimiento, verificación o análisis adicional debe realizar antes de concluir que existe una circunstancia que impida la participación del proponente en un proceso de contratación o la celebración de un contrato estatal.

Agradecemos precisar el alcance de las disposiciones señaladas, con el propósito de garantizar que las entidades estatales puedan dar aplicación uniforme, objetiva y jurídicamente adecuada a las obligaciones incorporadas mediante el Decreto 997 de 2026”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación Pública o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.  	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: (i) ¿Es exigible el deber de las entidades estatales de consultar las listas internacionales, previsto en el artículo 2.2.1.1.2.2.10 del Decreto 1082 de 2015, desde la entrada en vigencia del Decreto 0997 de 2026, o su exigibilidad está supeditada al vencimiento del plazo de seis (6) meses que el parágrafo de esa disposición otorga al Gobierno nacional? (ii) ¿Qué alcance tiene el deber de garantizar la protección del derecho al habeas data en la consulta de esas listas? (iii) ¿Conforme a qué criterios deben identificarse los organismos multilaterales y las listas que han de consultarse? y (iv) ¿La aparición o inclusión de un proponente en una de esas listas configura, por ese solo hecho, la inhabilidad del literal j) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993? Para resolverlos se seguirá el orden de los interrogantes formulados.

2. Respuesta:

	En atención a los problemas jurídicos planteados, se precisa lo siguiente: (i) Conforme al artículo 14 del Decreto 0997 de 2026, el artículo 11, que adicionó el artículo 2.2.1.1.2.2.10 al Decreto 1082 de 2015, entró en vigencia a partir del día siguiente a su publicación en el Diario Oficial, sin sujeción al esquema de implementación progresiva de seis, nueve, doce o quince meses previsto para otras disposiciones del decreto. El parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10 no condiciona la exigibilidad del deber de consulta ni establece un período de transición para las entidades estatales: fija al Gobierno nacional, con el apoyo de la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República, de esta Agencia y de las demás entidades competentes, un plazo de seis (6) meses contados desde la expedición del decreto para desarrollar las acciones necesarias que garanticen la consulta accesible de las listas y para expedir los lineamientos pertinentes, proporcionales y razonables para el cumplimiento del deber. Por consiguiente, durante ese plazo las entidades estatales están obligadas a consultar las listas internacionales que reúnan los criterios de la norma y que se encuentren disponibles para consulta pública, a dejar constancia de ello en los Documentos del Proceso y a verificar en cada caso los supuestos de la inhabilidad, en los procedimientos de selección cuya invitación, aviso de convocatoria o documento equivalente se publique con posterioridad a la entrada en vigencia de la norma, conforme al parágrafo 1 del artículo 14. Los lineamientos que expida el Gobierno nacional precisarán la forma de cumplimiento del deber, pero no determinan el momento desde el cual es exigible.

(ii) La garantía del derecho al habeas data remite al artículo 15 de la Constitución Política, a la Ley 1581 de 2012 y a sus normas reglamentarias. Conforme al literal a) del artículo 10 de esa ley, la información requerida por una entidad pública en ejercicio de sus funciones legales no exige autorización del titular, de modo que la consulta de las listas no la requiere; pero el tratamiento de los datos personales que resulte de la consulta se sujeta a los principios del artículo 4, en particular los de finalidad, acceso y circulación restringida, seguridad y confidencialidad. De esos principios se derivan las siguientes reglas: la consulta se circunscribe a los proponentes del proceso y a la finalidad de verificar la inhabilidad del literal j); la constancia que se deja en los Documentos del Proceso se limita a la información necesaria para acreditar la consulta y su resultado, sin reproducir datos personales adicionales a los indispensables; la información obtenida solo se utiliza para esa finalidad, se conserva conforme a las reglas de gestión documental de la entidad y se protege con medidas de seguridad y confidencialidad; y, cuando los documentos que deben publicarse en el SECOP contengan datos personales protegidos por los artículos 18 y 19 de la Ley 1712 de 2014, se elabora una versión pública en los términos de su artículo 21. La definición de protocolos o procedimientos adicionales corresponde a la política de tratamiento de datos de cada entidad y a los lineamientos previstos en el parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10.

(iii) La norma no enumera los organismos multilaterales ni las listas que deben consultarse; establece los criterios que deben reunir: ser listas vinculantes, restrictivas, de inhabilitación o sanción, de organismos multilaterales de los cuales Colombia es miembro, y resultar aplicables para verificar la comisión de prácticas prohibidas reconocidas por los instrumentos internacionales anticorrupción de los que el Estado colombiano es parte, entre los cuales se encuentran la Convención Interamericana contra la Corrupción, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención de la OCDE para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales. Los considerandos del decreto, que recogen la recomendación del Grupo de Trabajo sobre Cohecho de la OCDE, se refieren a las listas de inhabilitación de las instituciones financieras multilaterales, como las que publican los bancos multilaterales de desarrollo de los que Colombia es miembro. La identificación precisa de las listas aplicables y la forma de acceder a ellas corresponde a las acciones y lineamientos que el parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10 asigna al Gobierno nacional, sin que la Agencia pueda, por vía consultiva, establecer una enumeración taxativa.

(iv) La aparición o inclusión de un proponente en una de esas listas no genera, por sí misma ni de manera automática, la inhabilidad para contratar con el Estado. El inciso segundo del artículo 2.2.1.1.2.2.10 dispone que las entidades deben verificar, en cada caso concreto, si se cumplen los supuestos establecidos en la norma para que la inhabilidad se configure, de conformidad con el ordenamiento jurídico colombiano. La inhabilidad del literal j) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 exige que la persona natural haya sido declarada responsable judicialmente por delitos contra la Administración pública, por los delitos o faltas de la Ley 1474 de 2011 o por las conductas delictivas de las convenciones anticorrupción ratificadas por Colombia; que la persona jurídica haya sido declarada responsable administrativamente por soborno transnacional, declaración que en Colombia corresponde a la Superintendencia de Sociedades conforme a la Ley 1778 de 2016; o que concurra alguno de los demás supuestos previstos en la norma, incluidos los de extensión a sociedades, matrices, subordinadas, grupos empresariales y sucursales. Como las inhabilidades son de reserva legal, taxativas y de interpretación restrictiva, la sanción impuesta por un organismo multilateral no constituye una causal autónoma. Sus efectos son los de un elemento de verificación: la entidad debe establecer si la persona incluida en la lista ha sido declarada responsable en los términos del literal j), contrastando la información con los certificados de antecedentes, las decisiones de la Superintendencia de Sociedades, el Registro Único de Proponentes y los demás medios a su alcance, y solicitando al proponente las aclaraciones que correspondan; si concurren los supuestos legales, la oferta se rechaza por inhabilidad, mediante decisión motivada adoptada con garantía del debido proceso; si no concurren, la sola inclusión en la lista no impide la participación ni la celebración del contrato, y de todo ello debe dejarse constancia en los Documentos del Proceso.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

(i) Para resolver los problemas jurídicos planteados es necesario delimitar, en primer lugar, el alcance de este pronunciamiento. La competencia consultiva de esta Agencia, prevista en el numeral 5 del artículo 3 del Decreto Ley 4170 de 2011, se circunscribe a la interpretación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ejercicio de esa competencia la Agencia interpreta el reglamento vigente, pero no puede sustituir los lineamientos que el propio reglamento defiere al Gobierno nacional ni definir, para un proceso determinado, si un proponente se encuentra inhabilitado, análisis que corresponde a la entidad que adelanta el proceso bajo su responsabilidad y cuya revisión compete a los organismos de control y a la jurisdicción de lo contencioso administrativo.
(ii) El artículo 11 del Decreto 0997 de 2026 adicionó al Decreto 1082 de 2015 el artículo 2.2.1.1.2.2.10, del siguiente tenor: “Verificación de listas internacionales. En cumplimiento del deber de verificar si se configura la inhabilidad establecida en el literal j) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, las Entidades Estatales consultarán las listas internacionales vinculantes, restrictivas, de inhabilitación o sanción de los organismos multilaterales de los cuales Colombia es miembro, en cuanto resulten aplicables para la verificación de la comisión de prácticas prohibidas reconocidas por los instrumentos internacionales anticorrupción de los que el Estado colombiano es parte. La Entidad Estatal debe dejar constancia de dichas consultas en los Documentos del Proceso y garantizar la protección efectiva del derecho al habeas data conforme a lo establecido en la normativa vigente. En cualquier caso, las Entidades Estatales deberán verificar, en cada caso concreto, si se cumplen los supuestos establecidos en la norma para que dicha inhabilidad se configure, de conformidad con el ordenamiento jurídico colombiano”[footnoteRef:2]. El parágrafo agrega que “En los seis (6) meses contados a partir de expedición del presente Decreto, el Gobierno nacional, con el apoyo de la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República, la Agencia Nacional de Contratación Pública-Colombia Compra Eficiente- y las demás entidades que resulten competentes, desarrollará las acciones necesarias para garantizar la consulta accesible de las listas y expedirá los lineamientos que resulten pertinentes, proporcionales y razonables para el cumplimiento de dicho deber”[footnoteRef:3]. [2:  Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.2.2.10, incisos primero y segundo, adicionado por el artículo 11 del Decreto 0997 de 2026.]  [3:  Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.2.2.10, parágrafo, adicionado por el artículo 11 del Decreto 0997 de 2026.] 

La disposición tiene un origen preciso. Según los considerandos del decreto, el Grupo de Trabajo sobre Cohecho de la OCDE, en el marco del seguimiento a la implementación de la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, recomendó al Estado colombiano, entre otras medidas, asegurar que las entidades contratantes y esta Agencia verifiquen de manera sistemática las listas de inhabilitación de las instituciones financieras multilaterales en el contexto de la contratación pública; y, con ese fundamento, el Gobierno nacional consideró necesario aclarar que, en cumplimiento del deber de verificar la existencia de posibles inhabilidades, las entidades deben consultar esas listas para identificar si se configura la inhabilidad del literal j) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:4]. La norma reglamentaria no crea, por tanto, una inhabilidad nueva: regula un medio de verificación de una inhabilidad legal preexistente. [4:  Decreto 0997 de 2026, considerandos relativos a la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, promulgada mediante el Decreto 369 de 2013, y al informe del Grupo de Trabajo sobre Cohecho de la OCDE sobre la implementación de la Convención por parte del Estado colombiano, Recomendación Anticohecho XXIV.] 

Esa inhabilidad, en la redacción del artículo 2 de la Ley 2014 de 2019, cobija a “Las personas naturales que hayan sido declaradas responsables judicialmente por la comisión de delitos contra la Administración pública, o de cualquiera de los delitos o faltas contempladas por la Ley 1474 de 2011 y sus normas modificatorias o de cualquiera de las conductas delictivas contempladas por las convenciones o tratados de lucha contra la corrupción suscritos y ratificados por Colombia, así como las personas jurídicas que hayan sido declaradas responsables administrativamente por la conducta de soborno transnacional”; procede preventivamente aun cuando esté pendiente la impugnación de la sentencia condenatoria; se extiende a las sociedades de las que hagan parte dichas personas como administradores, representantes legales, miembros de junta directiva o socios controlantes, a sus matrices y subordinadas, a los grupos empresariales cuando la conducta haya sido parte de una política del grupo y a las sucursales de sociedades extranjeras; y comprende a las personas jurídicas sobre las que se haya ordenado la suspensión de la personería jurídica o cuyos representantes, administradores, miembros de junta, socios controlantes, matrices, subordinadas o sucursales hayan sido beneficiados con un principio de oportunidad por delitos contra la Administración pública o el patrimonio del Estado[footnoteRef:5]. La declaración administrativa de responsabilidad de las personas jurídicas por soborno transnacional corresponde, conforme a la Ley 1778 de 2016, a la Superintendencia de Sociedades, y entre sus sanciones se encuentra la inhabilidad para contratar con el Estado colombiano[footnoteRef:6]. [5:  Ley 80 de 1993, artículo 8, numeral 1, literal j), modificado por el artículo 2 de la Ley 2014 de 2019.]  [6:  Ley 1778 de 2016, artículos 2, 3 y 5. El artículo 31 de la misma ley había modificado el literal j) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 para incluir a las personas jurídicas declaradas responsables administrativamente por soborno transnacional.] 

(iii) El primer interrogante se refiere a la vigencia. El artículo 14 del Decreto 0997 de 2026 distingue dos grupos de disposiciones: “Los artículos 2, 3, 8 y 11 entrarán en vigencia a partir del día siguiente a su publicación en el Diario Oficial”, mientras que los artículos 1, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 12 y 13 entran a regir de manera progresiva, a los seis, nueve, doce o quince meses siguientes a la publicación, según la categoría de la entidad[footnoteRef:7]. El artículo 11 pertenece al primer grupo. En consecuencia, el deber de consultar las listas internacionales rige desde el día siguiente a la publicación del decreto para todas las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, sin distinción de categoría. El parágrafo 1 del mismo artículo precisa el hito de aplicación: “Las disposiciones contenidas en el presente Decreto serán aplicables a los procedimientos de selección cuya invitación, aviso de convocatoria o documento equivalente se publique con posterioridad a la entrada en vigencia de las reglas aquí establecidas”[footnoteRef:8]. [7:  Decreto 0997 de 2026, artículo 14, inciso primero y numerales 1 a 4.]  [8:  Decreto 0997 de 2026, artículo 14, parágrafo 1.] 

El parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10 no altera esa conclusión. Su destinatario no son las entidades estatales sino el Gobierno nacional, y su objeto no es la exigibilidad del deber sino las acciones de acompañamiento para facilitar su cumplimiento: garantizar la consulta accesible de las listas y expedir lineamientos pertinentes, proporcionales y razonables. La norma no supedita la vigencia del deber a la expedición de esos lineamientos, no establece un período de transición para las entidades y, por el contrario, el artículo 14 excluyó expresamente al artículo 11 del esquema de implementación progresiva. Así lo ha entendido esta Agencia en el ABC del Decreto 0997 de 2026 sobre RUP, integridad y transparencia, en el que se indica que las reglas sobre cláusulas anticorrupción y listas restrictivas internacionales son de aplicación inmediata, desde el día siguiente a la publicación del decreto y para todas las entidades por igual, y que las entidades deben prever la verificación de listas internacionales desde la entrada en vigencia[footnoteRef:9]. Mientras se expiden los lineamientos, el deber se cumple consultando las listas que reúnen los criterios de la norma y se encuentran disponibles para consulta pública, dejando constancia de la consulta y de su resultado en los Documentos del Proceso, y verificando en cada caso los supuestos de la inhabilidad. [9:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. ABC del Decreto 0997 de 2026 sobre RUP, integridad y transparencia (caución para impugnar el RUP, reporte de multas y sanciones, responsabilidad civil contractual, cláusulas anticorrupción y listas restrictivas internacionales), preguntas 9, 10 y 11, documento orientador expedido en desarrollo del parágrafo 2 del artículo 14 del decreto.] 

(iv) El segundo interrogante versa sobre el habeas data. La norma remite a “la normativa vigente”, esto es, al artículo 15 de la Constitución Política, a la Ley 1581 de 2012 y a sus normas reglamentarias. Conforme al literal a) del artículo 10 de la Ley 1581 de 2012, la autorización del titular no es necesaria cuando se trata de “Información requerida por una entidad pública o administrativa en ejercicio de sus funciones legales o por orden judicial”[footnoteRef:10], de manera que la consulta de las listas, que la entidad realiza en cumplimiento de un deber legal y reglamentario, no requiere la autorización de los proponentes. Ello no excluye la aplicación de los principios del artículo 4 de la misma ley, entre los cuales interesan especialmente el de finalidad, según el cual “El Tratamiento debe obedecer a una finalidad legítima de acuerdo con la Constitución y la Ley, la cual debe ser informada al Titular”, y el de acceso y circulación restringida, conforme al cual “El Tratamiento se sujeta a los límites que se derivan de la naturaleza de los datos personales, de las disposiciones de la presente ley y la Constitución”[footnoteRef:11], además de los de veracidad, seguridad y confidencialidad. [10:  Ley 1581 de 2012, artículo 10, literal a).]  [11:  Ley 1581 de 2012, artículo 4, literales b) y f).] 

De esos principios se desprenden las reglas que debe observar la entidad, en su condición de responsable del tratamiento. La consulta se circunscribe a los proponentes del proceso y a la finalidad de verificar la inhabilidad del literal j), de lo cual conviene dar noticia en el pliego de condiciones o en la invitación, en cumplimiento del principio de transparencia. La constancia que exige la norma se limita a la información necesaria para acreditar la consulta y su resultado, como la lista consultada, la fecha, el proponente verificado y el resultado, sin reproducir datos personales adicionales a los indispensables ni información sobre terceros. La información obtenida solo se utiliza para esa finalidad, se conserva conforme a las reglas de gestión documental de la entidad y se protege con medidas de seguridad y confidencialidad. Y, cuando los Documentos del Proceso que deben publicarse en el SECOP contengan datos personales amparados por las excepciones de los artículos 18 y 19 de la Ley 1712 de 2014, la entidad elabora una versión pública que mantenga la reserva únicamente de la parte indispensable, conforme al artículo 21 de esa ley[footnoteRef:12]. La adopción de protocolos o procedimientos adicionales corresponde a la política de tratamiento de datos de cada entidad y a los lineamientos previstos en el parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10. [12:  Ley 1712 de 2014, artículos 18, 19 y 21.] 

(v) El tercer interrogante solicita listar los organismos multilaterales. La norma no los enumera; fija los criterios que deben reunir las listas: ser vinculantes, restrictivas, de inhabilitación o sanción; provenir de organismos multilaterales de los cuales Colombia es miembro; y resultar aplicables para verificar la comisión de prácticas prohibidas reconocidas por los instrumentos internacionales anticorrupción de los que el Estado colombiano es parte. Entre esos instrumentos se encuentran la Convención Interamericana contra la Corrupción, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención de la OCDE para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales[footnoteRef:13]. Los considerandos del decreto, al recoger la recomendación del Grupo de Trabajo sobre Cohecho, se refieren a las listas de inhabilitación de las instituciones financieras multilaterales, categoría en la que se encuentran, a título ilustrativo, las listas de firmas e individuos inhabilitados que publican los bancos multilaterales de desarrollo de los que Colombia es miembro. Entre ellos, a título meramente ilustrativo y sin que ello constituya una enumeración taxativa, se cuentan las listas de firmas e individuos inhabilitados del Grupo Banco Mundial y del Banco Interamericano de Desarrollo, bancos multilaterales de desarrollo de los que Colombia es miembro, listas que se nutren además del Acuerdo de Inhabilitación Cruzada suscrito entre los principales bancos multilaterales de desarrollo, en virtud del cual la inhabilitación impuesta por uno de ellos puede ser reconocida y aplicada por los demás.[footnoteRef:14] La identificación precisa de las listas aplicables, de los organismos que las administran y de los medios para acceder a ellas corresponde a las acciones y lineamientos que el parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10 asigna al Gobierno nacional con el apoyo de la Secretaría de Transparencia y de esta Agencia, de modo que no puede la Agencia, por vía consultiva, anticipar una enumeración taxativa que el reglamento defirió a ese instrumento. [13:  Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada mediante la Ley 412 de 1997; Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, aprobada mediante la Ley 970 de 2005; y Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, aprobada mediante la Ley 1573 de 2012.]  [14:  Agreement for Mutual Enforcement of Debarment Decisions, suscrito el 9 de abril de 2010 por el Grupo Banco Mundial, el Banco Asiático de Desarrollo, el Banco Africano de Desarrollo, el Banco Europeo de Reconstrucción y Desarrollo y el Banco Interamericano de Desarrollo. La identificación precisa de las listas aplicables y de los medios para acceder a ellas corresponde a las acciones y lineamientos previstos en el parágrafo del artículo 2.2.1.1.2.2.10 del Decreto 1082 de 2015.] 

(vi) El cuarto interrogante se refiere a los efectos de la inclusión en una lista. La respuesta la da el propio artículo 2.2.1.1.2.2.10 en su inciso segundo: “En cualquier caso, las Entidades Estatales deberán verificar, en cada caso concreto, si se cumplen los supuestos establecidos en la norma para que dicha inhabilidad se configure, de conformidad con el ordenamiento jurídico colombiano”. La inclusión en una lista no genera, por sí misma, la inhabilidad, por tres razones. La primera es que las inhabilidades son de reserva legal, taxativas y de interpretación restrictiva, como lo han sostenido la Corte Constitucional[footnoteRef:15], el Consejo de Estado y esta Agencia[footnoteRef:16], de modo que un reglamento no puede crear una causal nueva ni la sanción de un organismo internacional puede equipararse a los supuestos que la ley exige. La segunda es que el literal j) describe sus supuestos con precisión: la declaración judicial de responsabilidad de la persona natural por determinados delitos, la declaración administrativa de responsabilidad de la persona jurídica por soborno transnacional, la suspensión de la personería jurídica, el beneficio de un principio de oportunidad y los casos de extensión. Las decisiones de inhabilitación o sanción de los organismos multilaterales son adoptadas por esos organismos conforme a sus propios procedimientos y no equivalen, por sí mismas, a tales declaraciones; su valor es el de un elemento de verificación que obliga a la entidad a establecer si, respecto de la persona incluida, concurre alguno de los supuestos legales. La tercera es que la aplicación de una inhabilidad exige una actuación que garantice el debido proceso y una decisión motivada, como lo ha señalado esta Agencia[footnoteRef:17]. [15:  Corte Constitucional, Sentencia C-903 de 2008. La Corte señaló que, «por la índole excepcional de las inhabilidades e incompatibilidades», «las normas que las contemplan deben ser interpretadas y aplicadas con un criterio restrictivo», «con exclusión de un criterio extensivo». En el mismo sentido, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado ha reiterado que las inhabilidades deben estar expresa y taxativamente establecidas en la Constitución o en la ley y son de aplicación e interpretación restrictivas.]  [16:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Conceptos C-867 de 2025, C-1032 de 2026 y C-1234 de 2026.]  [17:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Concepto C-1032 de 2026, en el que se indicó que la configuración de una causal de inhabilidad no produce efectos de manera automática y exige una actuación que garantice el debido proceso y una decisión motivada.] 

De lo anterior se siguen los efectos que la entidad debe atribuir a la inclusión. En primer lugar, debe contrastar la información con los demás medios de verificación a su alcance: los certificados de antecedentes judiciales, disciplinarios y fiscales, las decisiones de la Superintendencia de Sociedades en materia de soborno transnacional, el Registro Único de Proponentes y la declaración del proponente de no encontrarse incurso en causal de inhabilidad. En segundo lugar, puede solicitar al proponente las aclaraciones que correspondan, con respeto de su derecho de contradicción. En tercer lugar, si establece que concurren los supuestos del literal j), la oferta debe rechazarse por inhabilidad, mediante decisión motivada; si no concurren, la sola inclusión en la lista no impide la participación del proponente ni la celebración del contrato. En todos los casos, la consulta, su resultado y el análisis efectuado deben constar en los Documentos del Proceso, con las salvedades de habeas data ya expuestas.
Finalmente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver situaciones concretas relacionadas con la contratación de las entidades estatales corresponde a quienes tengan interés en ello, de modo que las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias particulares. Al tratarse de decisiones que deben adoptarse en cada procedimiento contractual, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia. Artículos 15, 23, 29 y 209.
· Ley 80 de 1993. Artículo 8.
· Ley 412 de 1997.
· Ley 970 de 2005.
· Ley 1437 de 2011. Artículo 28.
· Ley 1474 de 2011. Artículo 1.
· Ley 1573 de 2012.
· Ley 1581 de 2012. Artículos 3, 4 y 10.
· Ley 1712 de 2014. Artículos 18, 19 y 21.
· Ley 1778 de 2016. Artículos 2, 3, 5 y 31.
· Ley 2014 de 2019. Artículo 2.
· Decreto Ley 4170 de 2011. Artículos 3 y 11.
· Decreto 1082 de 2015. Artículo 2.2.1.1.2.2.10.
· Decreto 0997 de 2026. Artículos 11 y 14.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. ABC del Decreto 0997 de 2026 sobre RUP, integridad y transparencia.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, su reserva legal, taxatividad e interpretación restrictiva, y sobre la inhabilidad del literal j) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, en los Conceptos C-867 de 2025, C-1032 de 2026 y C-1234 de 2026. Asimismo, la Agencia publicó el ABC del Decreto 0997 de 2026 sobre RUP, integridad y transparencia, que explica la verificación de listas internacionales y la vigencia de esa regla, disponible en su sitio web. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos y para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación: https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718 

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha dado un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes, competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: Texto
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